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Defensoria

Provincia de Buenos Aires





La Plata, 30 de abril de 2021
VISTO, las facultades conferidas por el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, el artículo 12 de la Ley 13.834 y sus modificatorias, el artículo 22 del Reglamento Interno de la Defensoría del Pueblo, y los trámites 51.886/21, 50.986/21, 50.374, 32.159/21, 27.399/21, 26.345/21, 13.624/21, 6.991/21, 114.123/20, todos relacionados con cortes y/o interrupción del servicio de telefonía y/o Internet en relación con la prestadora telefónica Móviles Argentina S.A. (Movistar), y 
CONSIDERANDO

Que se han recibido en esta Defensoría del Pueblo, numerosas consultas y reclamos de usuarios y usuarias de la empresa telefónica Móviles Argentina S.A. (Movistar), quienes aseguran que tanto el servicio de Internet como de teléfono fijo no funcionan o funcionan deficientemente. 

Que las y los reclamantes aseguran que, al realizar el reclamo correspondiente en la empresa, la misma aduce problemas externos y robo de cableado y que, por lo tanto, no pueden garantizar el restablecimiento del servicio o sugieren al usuario contratar otra empresa prestadora del mismo.
Que esta problemática afecta a barrios enteros en los que Movistar ha informado de forma puntual, y general, que no reparará los tendidos de cableado de cobre que hayan sido robados o se hayan dañado, dejando a las y los vecinas/os sin Internet ni teléfono por tiempo indefinido. Dicha situación se agrava dado que resulta la única empresa prestadora con cobertura en las zonas correspondientes. 
Que, en consonancia con lo expuesto, han trascendido noticias que dan cuenta del retiro de la empresa de determinadas zonas del municipio de La Plata, circunstancia que redundaría en la cabal falta de prestación de los servicios públicos esenciales de telefonía e Internet a miles de consumidores/as
.

Que las y los reclamantes llevan así varios meses sin acceso a Internet y/o telefonía fija, circunstancia que adquiere mayor relevancia en el contexto de emergencia sanitaria que se está atravesando en el marco de la pandemia de COVID-19, la cual exige a los ciudadanos permanecer en sus hogares.

Que, tal como han expuesto organismos como la Organización de Naciones Unidas en diversos documentos de relevancia, como también los ámbitos de promoción y protección de los derechos humanos que orbitan en derredor del sistema interamericano, las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones son derechos fundamentales que, además, detentan naturaleza instrumental, pues se erigen en vehículos para el ejercicio de otros derechos, como la libertad de expresión, la educación, el trabajo, el ocio, como también derechos civiles y políticos.

Que las tecnologías de la información y las comunicaciones representan no solo un portal al conocimiento y a la educación para quienes cursan sus estudios primarios, secundarios y universitarios, sino que también significan un medio fundamental para el acceso al entretenimiento y punto de referencia para la construcción del desarrollo económico y social. 
Que, asimismo, muchos de las y los usuarias/os de estos servicios son personas mayores o considerados personas de riesgo en el contexto pandémico actual, que tienen a sus teléfonos como único medio de contacto con sus familias.
Que a su vez estas tecnologías se consideran una herramienta esencial de trabajo para miles de consumidores y usuarios que utilizan sus computadoras y teléfonos para el desarrollo de sus tareas laborales. 

Que el Consejo de Derechos Humanos de la Organización de Las Naciones Unidas (ONU) adoptó mediante la Resolución A/HRC/20/L13 del 2012, referida a la Promoción y protección de todos los derechos humanos, civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, incluido el derecho al desarrollo, en el punto referido a la Promoción, protección y disfrute de los derechos humanos en Internet el reconocimiento a “la naturaleza mundial y abierta de Internet como fuerza impulsora de la aceleración de los progresos hacia el desarrollo en sus distintas formas”, exhortando “…a los Estados a que promuevan y faciliten el acceso a Internet y la cooperación internacional encaminada al desarrollo de los medios de comunicación y los servicios de información y comunicación en todos los países.”
Que el artículo 42 de la Constitución Nacional de la República Argentina consagra que “los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno”.
Que, en idéntico tenor, el artículo 38 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires establece que “Los consumidores y usuarios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección frente a los riesgos para la salud y su seguridad, a la promoción y defensa de sus intereses económicos y a una información adecuada y veraz.”
Que en el año 2014 el Honorable Congreso de La Nación sancionó la Ley N° 27.078 de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones por la cual se declaró “de interés público el desarrollo de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, las Telecomunicaciones, y sus recursos asociados”; con el objetivo de posibilitar el acceso de la totalidad de los y las habitantes de la República a los servicios de la información y las comunicaciones en condiciones sociales y geográficas equitativas, con los más altos parámetros de calidad.

Que el Decreto de Necesidad y Urgencia Nº 690/20 publicado el 21 de agosto de 2020, reconoce entre sus considerandos que “el derecho de acceso a internet es, en la actualidad, uno de los derechos digitales que posee toda persona con el propósito de ejercer y gozar del derecho a la libertad de expresión”. 

Que, asimismo, ese Decreto sostiene que “las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC) representan no sólo un portal de acceso al conocimiento, a la educación, a la información y al entretenimiento, sino que constituyen además un punto de referencia y un pilar fundamental para la construcción del desarrollo económico y social”.
Que en su artículo 1°, el mencionado Decreto 690/20 incorpora como artículo 15 de la Ley Nº 27.078 el siguiente texto: “Carácter de servicio público en competencia. Se establece que los Servicios de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC) y el acceso a las redes de telecomunicaciones para y entre licenciatarios y licenciatarias de servicios TIC son servicios públicos esenciales y estratégicos en competencia. La autoridad de aplicación garantizará su efectiva disponibilidad”.

Que a su vez modifica el artículo 48 de dicha ley, incorporando que “los licenciatarios y las licenciatarias de los servicios de las Tecnologías de la información y las comunicaciones (TIC) fijarán sus precios, los que deberán ser justos y razonables, deberán cubrir los costos de la explotación, tender a la prestación eficiente y a un margen razonable de operación”.
Que, a su vez, la caracterización de las TIC como derecho humano instituye en cabeza del Estado la obligación de velar por su garantía, lo que implica no sólo la posibilidad de acceso efectivo, sino también la eliminación de todos los obstáculos que puedan erigirse en barreras para su goce efectivo.

Que, así, amén de velar por el derecho humano a la salud, y por garantizar la vida, el Estado ha adquirido una centralidad nodal en el empleo de dispositivos burocráticos/administrativos/legales en aras de velar por el ejercicio de otros derechos: vivienda, educación, entretenimiento e información.

Que el artículo 55 de la Constitución Provincial, establece que “el Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes...”.

Que, en tal sentido, es cometido de esta Institución garantizar el ejercicio de los derechos de las y los habitantes de la Provincia, en el particular, las afectaciones que se produzcan en las relaciones de consumo con proveedores de servicios, en este caso respecto de los usuarios de la Empresa Movistar en el territorio de la Provincia de Buenos Aires. 

Que de conformidad con el artículo 27 de la Ley 13.834 y sus modificatorias, corresponde dictar el presente acto administrativo.

Por ello,

EL DEFENSOR DEL PUEBLO 
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

RESUELVE

ARTÍCULO 1º: SOLICITAR a la Empresa Telefónica Móviles Argentina S.A. (MOVISTAR) que garantice la prestación de servicio de telefonía y/o Internet, en los términos y condiciones en los que el mismo fue contratado por las y los consumidoras/es. 
ARTÍCULO 2º: EXHORTAR a la Empresa Telefónica Móviles Argentina S.A. (MOVISTAR) a que, para el caso de encontrar dificultades materiales para el cumplimiento inmediato de lo solicitado en el artículo precedente, garantice la conectividad y el servicio de telefonía a instancias de medios y/o dispositivos alternativos, respetando los estándares de velocidad, condiciones y prestaciones idénticas y/o similares a las contratadas por las y los consumidoras/es.
ARTÍCULO 3º: PONER EN CONOCIMIENTO al Ente Nacional de Comunicaciones (ENACOM) sobre la problemática planteada, requiriendo asimismo que tome la intervención que le corresponda. 
ARTÍCULO 4º: Registrar. Notificar. Cumplido, archivar. 
RESOLUCIÓN Nº 3/21.-
� Movistar se retira de La Plata y deja a miles de vecinos sin internet: https://infocielo.com/movistar/movistar-se-retira-la-plata-y-deja-miles-vecinos-internet-n710556
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